
		
			[image: ]
		




				[image: ]
			

		



Editores

			Javier Fuenzalida

			Ph.D. in Public Administration & Policy de la Universidad de Rutgers, Estados Unidos. Magíster en Gestión y Políticas Públicas e Ingeniero Civil Industrial de la Universidad de Chile. Profesor Instructor Adjunto del Departamento de Ingeniería Industrial de la Universidad de Chile y Director de Investigación del Centro de Sistemas Públicos del mismo Departamento. Además, es miembro del Directorio de la Sociedad Chilena de Politicas Públicas. Fue Subdirector del National Center for Public Performance de la Escuela de Asuntos Públicos y Administrativos de la Universidad de Rutgers y ha sido consultor del Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y del Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF).

			Correo: jafuenza@dii.uchile.cl

			Pablo A. González

			Ph.D. y M.Phil. en Economía de la Universidad de Cambridge, Reino Unido; y M.A. en Economía y Ciencias Sociales, e Ingeniero Comercial de la Pontificia Universidad Católica de Chile. Profesor Adjunto del Departamento de Ingeniería Industrial de la Universidad de Chile, Director Académico del Centro de Sistemas Públicos del mismo Departamento e Investigador Principal de la línea de valor público del Centro de Investigación para la Educación Inclusiva. Ha sido consultor de organismos internacionales como UNICEF, Banco Mundial, BID, PNUD y OIT, y asesor externo del Fondo Nacional de Investigación y Desarrollo de la Educación (FONIDE) desde su creación. Además, fue Coordinador del Informe de Desarrollo Humano del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) y Jefe de la División Planificación y Presupuesto del Ministerio de Educación (MINEDUC) (1994-1997).

			Correo: pgonzale@dii.uchile.cl

			



Autoras y autores

			
					Carlos Castro 

					Adrián Darmohraj 

					José Inostroza Lara 

					Marina Laura Calamari 

					Cèdric Lefeuvre 

					Mariana Lima Bandeira 

					Fernando López Parra 

					Cintia Maldonado 

					Freddy Mariñez Navarro 

					Jean Michel Saussouis 

					Diego Pando 

					Guilherme R. Garcia Marques

					Joaquim Rubens Fontes Filho

					Bianor Scelza Cavalcanti 

					Jorge Walter 

			

			



© Javier Fuenzalida

			Pablo González

			(Editores)

			Esta primera edición de cien ejemplares se terminó de imprimir en Grafhika Copy Center Ltda. en septiembre de 2019.

			I.S.B.N. Edición impresa : 978-956-306-152-9

			I.S.B.N. edición digital: 978-956-306-153-6

			Dirección Editorial: Juan Carlos Sáez C.

			Revisión y corrección de estilo: Edmundo Moure

			Diseño y Diagramación: Jessica Jure de la Cerda

			Edita y distribuye 

			JC Sáez Editor SpA

			jcsaezeditor@gmail.com

			Fono: (56) 22 633 3239

			Dirección: Calle Mac Iver 125 oficina 1601

			Santiago de Chile

			www.jcsaezeditor.cl

			Derechos exclusivos reservados para todos los países. Prohibida su reproducción total o parcial, para uso privado o colectivo, en cualquier medio impreso o electrónico, de acuerdo con las leyes nº 17.336 y 18.443 de 1985, al igual que la ley nº 20.435, 

			modificación del 2010 (propiedad intelectual).

			Los editores agradecen el apoyo del proyecto PIA CIE160009 de Conicyt

			Diagramación digital: ebooks Patagonia

			www.ebookspatagonia.com | 
			info@ebookspatagonia.com

		



Presentación

			Javier Fuenzalida y Pablo A. González

			Este libro es fruto del Seminario Desafíos de la Modernización del Estado: Miradas desde Latinoamérica y Europa, que fue organizado por el Centro de Sistemas Públicos (CSP) de Ingeniería Industrial de la Universidad de Chile y por el Centre d’Etudes et de Recherche Amérique Latine Europe (CERALE). Esta jornada académica tuvo lugar el año 2015 en Santiago de Chile. Cabe precisar, sin embargo, que este libro es mucho más que una colección de las ponencias presentadas en dicha conferencia. Más bien, constituye una selección y edición de estudios empíricos y reflexiones teóricas en torno a temas emergentes en la gestión pública latinoamericana. Esto permite avanzar hacia la adopción de nuevos paradigmas, que se alejan de la dualidad tradicional representada por el modelo burocrático y el New Public Management (Nueva Gestión Pública). La evidencia que se presenta en este texto deja de manifiesto, precisamente, la insuficiencia de estos modelos administrativos tradicionales y la necesidad de considerar otros para explicar fenómenos relativos a la gestión y a las políticas públicas en el Estado, como la Nueva Gobernanza Pública, la innovación al interior del sector público o la gestión de riesgos.

			El primer capítulo discute sobre la reforma y la modernización del Estado, asunto abordado extensivamente en la disciplina de la gestión y las políticas públicas. Lo interesante es que en este artículo el tema se analiza desde un ángulo completamente distinto a los enfoques convencionales: el tiempo. Jean Michel Saussouis y Cèdric Lefeuvre reflexionan sobre la relevancia del tiempo y cómo la temporalidad, asociada a la administración y a la política, son incompatibles. Los autores analizan un proyecto de modernización fallido del sector público francés: la unificación de las nóminas fiscales de las distintas reparticiones públicas mediante un sistema informático. Se trata de una iniciativa de proporciones, si se considera que dichas nóminas tienen al menos 3 millones de registros y que los pagos que se realizan con esta información, entre salarios y pensiones, constituyen más del 75% del presupuesto fiscal de Francia. Por su condición de proyecto, este caso tiene un tiempo definido, un comienzo y un final; y también plazos asociados. El capítulo muestra la interacción y coordinación entre distintos actores durante el desarrollo del proyecto y caracteriza el infortunio en el que termina, luego de muchas dificultades, más de dos años de retraso y pérdidas de 400 millones de euros para el Estado galo. Para explicar este fracaso, los autores mencionan tres elementos. Primero, señalan que fue prácticamente imposible sistematizar y simplificar la compleja burocracia de los procedimientos de pago para los trabajadores del sector público (existían no menos de mil normas distintas). Esta complejidad —más artificiosa que fundada en las complicaciones propias de los procesos en cuestión— y la resistencia de los funcionarios a reducirla, se explican por los altos incentivos de estos últimos para resguardar la información de sus salarios y así evitar los riesgos políticos de su difusión pública. Segundo, debido a lo anterior, los funcionarios “jugaron a tomarse un tiempo” y demoraron tanto como pudieron el desarrollo normal del proyecto, lo que produjo su desestabilización y grandes retrasos en su ejecución. Tercero, no hubo un “dueño de proyecto”. Se sucedieron al menos tres encargados, quienes no tenían incentivos laborales suficientes para que sus motivaciones estuvieran puestas al servicio del éxito del proyecto. El artículo concluye que: el tiempo y los plazos acotados a un modelo organizativo de proyecto son incompatibles con la “perennidad” del modelo burocrático. 

			El segundo capítulo del libro aborda la gestión de riesgos de catástrofes o desastres, un tema relativamente poco atendido por las políticas de modernización del Estado en Latinoamérica. Con este propósito, Jorge Walter, Marina Calamari, Adrián Darmohraj y Diego Pando reconstituyen y analizan el caso de la discoteca de la República de Cromañón, de la ciudad de Buenos Aires. En el año 2004, un incendio en dicho establecimiento provocó 194 muertos y más de 1.400 heridos, sin considerar las estimaciones de pérdidas materiales. Se trata, sin duda, de una de las mayores tragedias no naturales de Argentina. Los autores construyen el caso a partir del análisis de informes de investigación judiciales y de auditoría, el régimen normativo vigente a la fecha y artículos periodísticos, entre otras fuentes. Como resultado de esta investigación, se devela la existencia previa de considerables deficiencias en la capacidad institucional de regulación y control de la gestión privada de riesgos de seguridad y catástrofes. Los hallazgos se agrupan en torno a tres dimensiones indisociables. La primera es el régimen regulatorio, caracterizado por su carácter prescriptivo y el poco respeto que se tenía del mismo por los entes regulados. Un segundo aspecto corresponde a las capacidades organizacionales de los entes públicos de regulación y control, para dar cumplimiento a las normas. Dichas capacidades se encontraban deterioradas por una marcada inestabilidad de las estructuras administrativas, las autoridades y las funciones y atribuciones de los organismos en cuestión, así como también por la corrupción y la escasez de personal competente. Finalmente, una tercera dimensión la constituye la red de actores de la política pública de regulación y control de riesgos de seguridad y catástrofes, específicamente aquellas agencias de primera línea, como la Defensoría del Pueblo y la Auditoría General de la Ciudad de Buenos Aires, la Policía y los Bomberos, entre otras. Mientras la gestión de las dos primeras fue obstaculizada por sus funcionarios políticos, las dos últimas evidenciaron considerables fallas de coordinación en la ejecución de sus funciones. Por otro lado, entre los empresarios regulados eran habituales prácticas ilegales, como la reapertura de establecimientos clausurados.

			El tercer capítulo trata sobre gestión del desempeño, particularmente sobre los factores que inciden en el diseño y la implementación efectiva de estos sistemas. La gestión del desempeño ha emergido con fuerza desde hace aproximadamente 20 años en la literatura sobre gestión pública. Desde ese entonces, se la ha promovido intensivamente por organismos internacionales y por aquellos países desarrollados que han abrazado los postulados de la Nueva Gestión Pública. Aunque con cierto rezago, este movimiento ha permeado las iniciativas de modernización estatal latinoamericanas. Utilizando como caso el Plan de Reforma de la Gestión Pública (ChileGestiona), Javier Fuenzalida, Carlos Castro y José Inostroza analizaron los aspectos que la literatura ha señalado como críticos para el diseño y la implementación efectivos de sistemas de gestión del desempeño. Para el levantamiento y el análisis del caso, se realizaron focus groups y entrevistas semiestructuradas, y se revisaron, tanto documentos internos como bases de datos. Como resultado, los autores señalan que ChileGestiona fue sin duda una experiencia valiosa para el desarrollo de los sistemas de gestión del desempeño en su país, especialmente porque logró un mayor compromiso de autoridades políticas (subsecretarios) en la gestión administrativa de sus servicios públicos. Sin embargo, el Plan no logró establecerse debidamente y fue terminado el año 2014. Entre los problemas identificados durante el diseño e implementación de ChileGestiona, destaca el predominio de desincentivos en la clase política para interesarse y adquirir mayor responsabilidad por los sistemas de gestión del desempeño; el riesgo latente de adopción simbólica, pues estos sistemas son percibidos, en general, como una carga administrativa más por parte de funcionarios y directivos públicos; y la escasa relevancia que se confiere a su integración armoniosa con otro tipo de sistemas de gestión del Estado. Finalmente, a partir de estos y otros hallazgos, el capítulo ofrece una serie de reflexiones y recomendaciones en la materia.

			El capítulo cuarto constituye una reflexión sobre la gestión de personas en el sector público, específicamente sobre los desafíos actuales en la profesionalización del servicio civil. Según Joaquim Fontes, Fernando López y Mariana Lima, existe, en general, una respuesta insuficiente por parte de los estados a la complejidad de los problemas contemporáneos de la ciudadanía, como también a los contextos institucionales actuales de producción de bienes y servicios públicos. Cerrar estas brechas, por cierto, supone un cambio en los paradigmas que rigen las estructuras administrativas del Estado y también en el rol, las competencias y la formación de sus servidores públicos. Según los autores, dichos paradigmas todavía están muy influidos por el modelo burocrático tradicional de administración pública y primordialmente por el New Public Management (Nueva Gestión Pública). Estas corrientes, a su vez, han incidido en estructuras organizacionales verticales y en competencias profesionales con orientación hacia resultados y la búsqueda de la eficiencia en la gestión. Fontes, López y Lima señalan la necesidad de abrazar nuevos paradigmas de gestión pública, como el de Nueva Gobernanza Pública. Este modelo administrativo busca el fortalecimiento de la relación del Estado con la sociedad, la formación de redes interinstitucionales —incluyendo organismos del sector privado y del tercer sector— y la promoción de contratos tácitos de colaboración. Todo esto, supone que en el sector público se redefina la relación de los funcionarios con la ciudadanía, se flexibilice la gestión, las jerarquías y los niveles de formalidad, y se evolucione hacia sistemas de gestión del desempeño menos centrados en el control de gestión de procedimientos formales y más enfocados en resolver las necesidades de la sociedad. 

			Los últimos tres capítulos, en cierto sentido, son una respuesta a la necesidad de cambios de paradigma planteada en el cuarto. En el quinto capítulo del libro, Diego Pando y Cintia Maldonado profundizan sobre la adopción efectiva de Tecnologías de Información (TI) al interior del Estado y los desafíos político-institucionales y organizativos que esto involucra. Para eso analizan el caso de la Dirección Nacional de Migraciones de la República Argentina, especialmente el proceso de cambio que fue necesario para introducir las TI al interior de la organización y los factores críticos para que esto ocurriera. En efecto, entre otros cambios tecnológicos, la Dirección pasó de filas de atención para sus usuarios a turnos web (para trámites presenciales) y ventanilla única digital (para trámites remotos), implementó el expediente digital, y profesionalizó el sistema de control migratorio mediante el uso de herramientas biométricas y la firma digital en los principales aeropuertos de Argentina. Como resultado, los autores señalan que la modernización tecnológica en la Dirección Nacional de Migraciones se explica en gran medida por un liderazgo político del más alto nivel ejecutivo, una estrategia de mejoras incrementales, el énfasis en la gestión de las personas, una asignación presupuestaria acorde a la complejidad de las iniciativas y un área de tecnología alineada con los objetivos del organismo.

			Aunque el sexto capítulo también aborda el uso de las TI en el Estado, en este caso, se incorpora al análisis la comunicación. Bianor Scelza y Guilherme Garcia estudian el uso de las Tecnologías de Información y Comunicación (TIC) para fomentar la participación política de la ciudadanía. Los autores analizan tres plataformas digitales impulsadas en Brasil que persiguen este propósito: Repolítica, VotenaWeb y Nossas Cidades. En la primera se trata de una enciclopedia abierta y colaborativa sobre las autoridades políticas brasileñas, a través de la cual es posible tener información sobre sus partidos, posturas, temas prioritarios y sus acciones en el ejercicio de sus diferentes cargos. VotenaWeb es un portal de participación cívica que dispone de información completa sobre proyectos de ley en tramitación en el Congreso Nacional. Esta información es integrada y sintetizada en formatos más apropiados para los usuarios, quienes pueden registrarse y votar simbólicamente —aprobar o rechazar online— una medida. Nossas Cidades es una red de colaboración y movilización ciudadana para la generación de soluciones urbanas más sustentables, inclusivas y que mejoren la calidad de vida de todas las personas. La plataforma permite la elaboración y fiscalización de proyectos de ley relativos al desarrollo urbano de ciudades. Además, los autores profundizan el estudio de estas tres iniciativas digitales mediante el desarrollo y análisis de entrevistas con sus formuladores y ejecutores. Los resultados confirman múltiples ventajas del uso de las TIC en la participación política de la ciudadanía. Entre ellas, el acercamiento de las decisiones políticas a los individuos mediante un aumento significativo en el acceso y la calidad de la información, y también por la oportunidad que estos instrumentos brindan para la deliberación y colaboración popular. Entre otros hallazgos derivados del estudio de estos portales, se encuentra el incremento que estos producirían en la apertura y transparencia del Estado hacia la ciudadanía, el uso de estrategias específicas para promover la participación de las personas en ellos—como la descentralización y el uso de redes digitales ya existentes— y que uno de sus principales desafíos es el aumento de su relevancia e incidencia, especialmente fuera de periodos electorales.

			Finalmente, a partir de una revisión bibliográfica comprehensiva, Freddy Mariñez discute la innovación en el proceso de elaboración de políticas públicas. El capítulo siete comienza discutiendo la influencia de la digitalización en las distintas etapas del ciclo de políticas públicas, particularmente cómo la Web 2.0 puede ser utilizada en ellas. Tras este marco analítico, el autor introduce y caracteriza el concepto de innovación pública y luego propone que innovar en lo público implica trascender lo gubernamental e ir más allá de la noción tradicional de innovación pública: cambios efectivos en procesos organizacionales mediante la cocreación y colaboración de funcionarios. En efecto, una nueva forma de concebir la innovación pública supone la participación de quienes trabajan en el sector público, pero también del sector privado y de la ciudadanía. Además, los procesos cocreativos y colaborativos debieran contribuir a la generación de valor público y estar soportados en Tecnologías de Información y Comunicación (TIC). Finalmente, el autor aborda cómo las TIC, y fundamentalmente la Web 2.0, pueden llegar a ser verdaderas catalizadoras de la innovación pública al facilitar la colaboración y cocreación entre los funcionarios, los ciudadanos y las empresas. La Web 2.0 permite transitar desde una organización pública cerrada y burocrática a una abierta y flexible; construir una red de valores; intercambiar experiencias, conocimientos y expertise entre distintos actores; y fortalecer nuevos modos de interacción social. El trabajo concluye planteando preguntas y reflexiones sobre estas materias.
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• Capítulo 1 •

			Lecciones a partir del fracaso en la gestión de un proyecto informático en la administración central de Francia

			Jean Michel Saussouis y Cèdric Lefeuvre

			Resumen

			¿Cómo inciden el tiempo y, más específicamente, las temporalidades política y administrativa en las reformas que se impulsan en el Estado? Este artículo responde estas preguntas, analizando un proyecto de modernización fallido en el sector público francés: la unificación de las nóminas fiscales de sus organizaciones públicas a través de un sistema informático. Dichas nóminas contienen al menos 3 milllones de registros y los pagos que se realizan con ellas constituyen el 75% del presupuesto fiscal de Francia. El fracaso se explica al menos por tres razones. Primero, el proyecto no pudo sistematizar —ni menos simplificar— la complejidad burocrática de los procedimientos de pago para funcionarios, quienes tenían altísimos desincentivos para mantener esta complejidad y así, de algún modo, evitar los riesgos políticos asociados a que sus salarios salieran a la luz pública. Segundo, como una consecuencia de lo anterior, los trabajadores del sector público involucrados en el proyecto demoraron tanto como pudieron su desarrollo, lo que produjo su desestabilización y grandes retrasos en su ejecución. Tercero, no hubo un “dueño de proyecto”, producto de la alta rotación laboral. El ensayo concluye que el tiempo y los plazos acotados a un modelo organizativo de proyecto son incompatibles con la “perennidad” del modelo burocrático.

			En Francia, las reformas para modernizar el Estado se suceden, una tras otra, desde hace unos 40 años. Es como si el Estado —al que los franceses llaman afectuosamente “nuestro Estado”— no hubiera dejado de manifestar, alto y claro, la necesidad de reformarse ante una opinión pública subyugada por los efectos de la oratoria de los reformadores y escéptica en cuanto a sus promesas. Si el Estado se concibe como una entidad perenne, entonces, la única pregunta válida es la que dicta el sentido común: ¿Para qué sirve una reforma que es considerada un medio para no morir o evitar el declive? Una empresa puede extinguirse, un Estado, no. En el sector privado, la bancarrota es un arma esgrimida a menudo para exhortar al cambio, pero los ciudadanos, al igual que los políticos, saben que la bancarrota es imposible para el Estado. Por lo tanto, la amenaza de su desaparición no es del todo creíble en países desarrollados. La extinción del Estado es más bien un arma de disuasión —simbolizada de algún modo en el arma nuclear durante la Guerra Fría— que permite establecer un equilibrio entre el Estado y el ciudadano. Una empresa no puede durar mucho si sus deudas equivalen a su volumen de negocio, pero un Estado sí puede vivir mucho tiempo con un endeudamiento colosal, como es el caso de Estados Unidos, donde existe un refugio en el privilegio exorbitante del dólar.

			Aunque parte de la literatura sobre gestión compara al Estado con una empresa, utilizando el descontento de una opinión pública cansada del despilfarro del presupuesto gubernamental, el Estado no se puede administrar como una empresa. Tampoco puede reformarse ágilmente, como pueden hacerlo las empresas acuciadas por la presión de clientes cada vez más exigentes, los que, de algún modo, las obligan a hacer frente a las transformaciones tecnológicas.

			En cuanto al discurso sobre la reforma, me parece que la perennidad del Estado es la clave que permite comprender por qué el discurso de la reforma del Estado se queda solo en el orden del discurso. Cabe precisar que este análisis se dirige a un viejo país como Francia, que digiere lentamente —y a su ritmo— la transformación de una Monarquía en una República. Esto no significa, por otra parte, que los discursos sobre la reforma no precisen de un análisis más específico, ya sea desde una perspectiva lingüística o desde el punto de vista de las intenciones políticas. Pero el discurso sobre la reforma del Estado francés hay que entenderlo como lo que es, es decir, ante todo, un souci de soi (preocupación por uno mismo). En Francia, el Estado ha cuidado de sus propios intereses mediante este carácter reformista, al punto de institucionalizarlo: en 1995 se crea un Ministerio de la Reforma del Estado, la Descentralización y la Ciudadanía. Diez años después, esta entidad se convierte en una simple Dirección: la Dirección General de Modernización del Estado. Según la tendencia política, las iniciativas para reformar al Estado se han desplegado en forma de revisión general de las políticas públicas (derecha), o de auditoría de modernización (izquierda). Los acrónimos cambian, pero la cuestión sigue siendo modernizar los procesos administrativos sin poner nunca en tela de juicio las misiones y los perímetros del Estado.

			En este artículo, no me detendré particularmente en la reforma del Estado en Francia, ya que todos los gobiernos, tanto de derecha como de izquierda, han querido reformar el Estado desde la posguerra. Estas iniciativas tuvieron un punto álgido quizás en los años sesenta, cuando un grupo de altos funcionarios reunidos en un club se mostraron firmemente convencidos de que había que reorganizar las relaciones entre el Estado y los ciudadanos, con miras a suprimir los cuerpos intermedios. La sombra de Jean Moulin y de las ideas reformistas forjadas en la Resistencia planeaba aún sobre los clubes de reflexión. Fue en vano. Cada gobierno se la juega con su propia reforma, las etiquetas cambian, unos hablan de un Estado modesto; otros, de un Estado moderno.

			Más que añadir una piedra suplementaria a la tumba de las ideas modernizadoras del Estado, voy a retomar el tema de la reforma, pero desde otro ángulo. Asimismo, más que tratar directamente cada una de las reformas, describiéndolas una por una, me centraré en una única dimensión: la del tiempo. El tiempo administrativo desempeña un papel fundamental en la estructuración de las actividades administrativas, en comparación con el tiempo político. Para un dirigente político, la urgencia de una reforma no es la misma que para un responsable encargado de aplicar la reforma. Como dice el refrán, ‘les chiens aboient, la caravane passe’ (ladran, luego cabalgamos). Los que ladran son, para los funcionarios que disponen de todo el tiempo del mundo, los dirigentes políticos, quienes están deseosos de asociar su nombre a la reforma que proponen; o bien, de sacarle el máximo partido frente a sus competidores políticos.

			Para analizar esta temporalidad, quisiera utilizar los plazos asociados al desarrollo de un proyecto como una métrica temporal. Un proyecto, por cierto, es un modo de organización comúnmente utilizado en las empresas. ¿Qué relación hay entre proyecto y temporalidad? Lo interesante detrás del modelo de proyecto está en su tiempo definido: tiene un principio y un final; y, al frente, un jefe. La gestión de proyectos es una práctica habitual en las empresas, con todos los problemas que eso implica para los actores involucrados en el proyecto, que van aprendiendo juntos a medida que éste se desarrolla.

			¿Es este modelo de proyecto pertinente para las administraciones? Este modo de organización, aplicado a la administración pública, no implica la modificación de las misiones o los perímetros del Estado, ni tampoco la reforma sustancial de la educación, la sanidad, la vivienda u otros bienes o servicios públicos. El modelo de proyecto, tal como en la empresa, se circunscribe a áreas de administración perfectamente delimitadas. En el caso que va a ocuparnos, el objetivo era intentar que los salarios de los funcionarios franceses fueran gestionados y operados por una única autoridad central.

			Al que esté familiarizado con el sector privado le parecerá algo obvio que a los asalariados se les pague según un mismo procedimiento y en un mismo lugar. Efectivamente, es difícil imaginar que en una empresa de grandes dimensiones puedan coexistir programas de pago de nóminas diferentes en función de cada departamento. De hecho, a menudo, el pago de remuneraciones se subcontrata a una empresa informática, para aislar esta operación, altamente delicada y estratégica. Imaginar un retraso en la paga en una empresa es simplemente impensable, tanto en términos de repercusión social como de imagen y riesgos jurídicos. Pero, para el Estado, ¡estos riesgos no parecen suponer ninguna amenaza! No es extraño que el Estado haga anticipos de sueldo a sus funcionarios en caso de dificultades, o que se retrase en el pago de las nóminas. Todo se hace silenciosamente. Recientemente, ha sido necesario que algunas mujeres de militares en Francia se hayan atrevido a romper el “secreto militar”, develando retrasos en el pago de sueldos ante la opinión pública. Para entender la magnitud del desastre, se trata de varios cientos de millones de euros impagos o de sobrepagos por retraso. La explicación técnica para justificar este lamentable problema es que cada ministerio tiene su propio programa de pago de nóminas y sus propios procedimientos. Los funcionarios, por su parte, saben que todo terminará solucionándose con el tiempo, porque cuentan con un estatus legal que les protege.

			Lo que quisiera demostrar aquí es la dificultad de razonar desde la perspectiva de proyecto, ya que este modelo supone un tiempo definido y una tarea que ha de realizarse en un universo que precisamente no está limitado en el tiempo, un tiempo que remite a la perennidad. Para ello, voy a comenzar con una historia (que, como todas las historias, empieza con el érase una vez la vida de un proyecto). Después intentaré, en una segunda parte, comprender qué ha pasado. Una de las hipótesis de este fracaso es concebirlo como un problema de tiempos, una especie de vals en tres tiempos: el administrativo, el político y el tiempo del proyecto.

			Primero, quisiera retomar la cronología de los hechos y luego intentar interpretarlos. 

			El caso comienza con la idea de lanzar una importante operación en el sector público de Francia, destinada a centralizar las remuneraciones: se trata, ni más ni menos, de construir y desplegar un sistema de información estatal y unificado para el pago de nóminas en la función pública. Para contar esta historia, me baso en la tesis profesional de Cèdric Lefeuvre, la que he tenido el placer de dirigir en el marco del programa Master Business Consulting de la École Supérieure de Commerce de Paris (ESCP).

			El diagnóstico es relativamente sencillo de resumir. El actual programa de pagas para funcionarios, que produce 3 millones de nóminas al mes, se remonta a los años 70 y ha quedado obsoleto, a pesar de los múltiples parches que se le han puesto. Dado que los salarios de los funcionarios y las pensiones representan no menos del 75% del presupuesto anual, este asunto del mal estado del programa de pago de nóminas es un problema serio. De este diagnóstico surge la necesidad de una revisión completa dentro de una lógica de eficiencia y racionalización, retórica que lleva consigo cualquier proyecto dentro de una organización. Dicha lógica se traduce en un deseo de armonizar y centralizar, dentro de un mismo sistema, el pago de las nóminas de los funcionarios del Estado (no de las entidades locales). Al Estado no le falta coherencia en su voluntad organizadora, ya que en 2007 creó la Oficina Nacional de Pagos (Office National de Paye [ONP]), encargada de desempeñar esta función centralizadamente. El proyecto, pensado así, sobre el papel, necesita el apoyo de competencias externas. Para ello, los funcionarios lanzan una licitación siguiendo escrupulosamente los procedimientos en materia de contratación pública. La licitación es de por sí un importante ejercicio simbólico para la administración francesa: para los funcionarios, se trata de un ejercicio de dominación frente a proveedores futuros. En efecto, quienes redactan estas licitaciones sobresalen en este quehacer, consistente en hacer solicitudes y emitir requerimientos (“quisiera que usted hiciera esto y aquello a la mayor brevedad posible”). El diseño de los requerimientos que se realizan en el marco de licitaciones es tanto más importante al considerar que la ley francesa de contratación pública no permite el contacto directo entre funcionarios y proveedores, por lo tanto, muchos aspectos de una licitación no pueden ser precisados ni discutidos. Esto, por temor a situaciones de colusión y/o influencia indebida. 

			En el caso que nos ocupa, no faltaron los requerimientos, a menudo, brutales e irrealistas. Se enunciaron no menos de 250 objetivos que hay que cumplir, del más general al más específico. Una vez que se preseleccionó a los proveedores, los objetivos se “debatieron” con los consultores contratados, quienes se organizaron en forma de pools para poner en común sus recursos y competencias, dada la dimensión y la ambición del proyecto. Por razones de eficacia, los objetivos se debatieron en talleres específicos (20 en total), cuya preparación tomó al menos cinco días. Cada taller duró cinco horas y en ellos participaron unos 15 funcionarios y uno o dos consultores. Para ilustrar el lenguaje burocrático predominante en estas jornadas, cito uno de los 250 objetivos discutidos. Se trata del objetivo 148: “La arquitectura informática de la solución deberá ser capaz de soportar el cambio de dimensionamiento con el menor impacto posible y de absorber la carga a medida que esta se presente”. 

			El candidato-proveedor está obligado a responder a los famosos términos de referencia con la mayor eficacia posible, aunque no pueda manifestar su parecer sobre la pertinencia de los objetivos, su realismo o su número. No cumplir un objetivo supone arriesgarse a ser excluido de la tan deseada lista corta. En este caso, se seleccionan dos pools de proveedores, posteriormente se procede a lo que, en la jerga administrativa, se denomina “diálogo competitivo”.

			La presentación de los proveedores ante los funcionarios se parece al grand oral de la ENA (Escuela Nacional de Administración), un examen oral que marca la cultura de los funcionarios franceses; y no solo de quienes logran superarlo (los altos funcionarios diplomados de la Escuela), sino también de los que no lo consiguen o nunca han intentado sortearlo. Por alguna razón, el grand oral está muy arraigado entre los funcionarios y tienden a diseñar instancias para replicarlo. Para el proyecto en cuestión, existen por lo menos 20 funcionarios frente a consultores-compradores a los que se bombardea con preguntas. Los candidatos-consultores apuestan fuerte, dado el enorme interés financiero que tiene un proyecto como el de la centralización de pagos para sus departamentos focalizados en el “sector público”. No responder o responder mal a las preguntas, es decir, dar a entender que los objetivos asignados no se cumplirán, implica arriesgarse a que el cliente no te seleccione. El elegido al final es el pool Accenture/CGI/HR Access, en detrimento del pool IBM/SAP. El proyecto se lanza por fin en 2009, es decir, dos años después de la creación de la Oficina Nacional de Pago.

			El calendario y el desarrollo de las operaciones es el siguiente. Primero, se prevé un periodo de prueba y se elige a un ministerio “mártir” para gestionar la ampliación del sistema a nivel nacional. Recordemos que el salario de los funcionarios representa aproximadamente un 75% del presupuesto anual. Luego, se anuncia el calendario y se nombra como Jefe de la Oficina Nacional de Pago a un alto funcionario que ya ha asumido importantes responsabilidades en materia presupuestaria. Enseguida, se designa también a jefes de proyecto y a representantes en cada ministerio.

			Voy a abreviar para ir a lo esencial. La planificación, acordada previamente, distinguía varias fases desde la fecha de arranque, es decir, septiembre de 2009. El diseño general del proyecto debía terminarse en mayo de 2010; y los diseños detallados, en septiembre de 2010. Se preveía que para marzo de 2011 terminara la construcción del modelo y la validación del mismo, y se estimó que la implementación del modelo durara un año, es decir, de marzo de 2011 a marzo de 2012. El lanzamiento “real” estaba planificado para abril de 2012 en el Ministerio de Agricultura. Se seleccionó este organismo por ser pequeño: contar con solo 40.000 funcionarios supone un límite en el riesgo que se corría. 

			No obstante, un mapa no es el territorio. En la práctica, a pesar de acordarse tras una intensa negociación, la planificación no fue respetada. La fase del diseño detallado acumuló retrasos: se prolongó durante 17 meses en vez de los siete estipulados. De la misma forma, la fase de validación fue aplazada a febrero de 2013, en lugar de marzo de 2011. Por lo tanto, el Ministerio de Agricultura, que debía prestarse para el ejercicio a escala real, no pudo facilitar los datos solicitados por falta de fiabilidad de los archivos. Todo esto, después de cinco meses de trabajo. Ante un retraso acumulado de más de dos años y muchas dificultades encontradas, el proyecto se detuvo definitivamente en enero de 2014, sin producir nómina alguna y con un costo estimado de unos 400 millones de euros.

			Después de contar esta historia en sus aspectos más generales, me gustaría explicar las causas profundas del fracaso —bastante estrepitoso— de este proyecto, y cómo hemos podido llegar hasta aquí.

			Desde luego que hay ingredientes técnicos que permiten explicar este fiasco informático; el hecho, por ejemplo, de que las reglas en materia de pago de nóminas sean tan numerosas. ¡Se trata de no menos de 1.000 reglas que debían ser incorporadas al nuevo sistema! Era esperable que, aprovechando este nuevo sistema de información, los nuevos responsables de la ONP simplificaran ese montón de reglas y establecieran otras nuevas de menor carga burocrática. Sin embargo, nada de eso se hizo. El proyecto no fue considerado como un medio para reestructurar la forma en la que se producían las nóminas en los ministerios, por lo que solo cabe reconocer la incapacidad de los consultores para analizar y sistematizar los casos particulares de cada ministerio. Da la impresión de que los ministerios estaban encantados de añadir “complejidad a la complejidad” y, a su vez, de hacer imposible a los consultores la gestión del proyecto. Por su parte, los consultores no estaban en condiciones de tomar iniciativas, contentándose la mayoría de las veces con seguir los deseos de un cliente que, por imperativos del mercado, en última instancia, siempre tiene la razón. Solo para el proyecto de pago centralizado se celebraron no menos de 400 reuniones y se redactaron 5.000 páginas de documentos de trabajo. Por lo tanto, el fracaso del proyecto no se explica tanto por un déficit de su organización, sino más bien por falta de comunicación. Se trata de un triunfo de la burocracia. La complejidad de los procedimientos de pago tiene que ver con prácticas secretas de ministerios, los que calculan el sueldo base de funcionarios considerando el alcance colectivo de indicadores de gestión, así como las primas y otras medidas que se remiten a la arbitrariedad y la historia de cada ministerio. Hacer públicas estas prácticas significó un riesgo que solo podía asumirse a nivel político, y es ahí donde chocan el tiempo político y el tiempo administrativo. Dicho de otro modo, la información crítica para el éxito del proyecto —el salario del funcionario— era una verdadera bomba mediática, de haberse dado a conocer a la luz pública.

			Pero, a mi entender, hay un segundo tipo de causas distinguibles. Aunque ciertamente este fracaso pueda interpretarse utilizando herramientas analíticas que ofrece la sociología de las organizaciones, creo que debe hacerse hincapié en la naturaleza misma de lo que es una burocracia de Estado. 

			Los burócratas del caso presentado juegan con el tiempo; es más, juegan “a hacer tiempo”. Lo hacen porque saben que el tiempo jugará finalmente a su favor. ¿Por qué alargar las cosas? Porque las solicitudes de información sobre salarios son peligrosas, pues pueden atentar contra el discurso oficializado: que el interés de los funcionarios favorece el interés general de la ciudadanía. La informática actúa como un defoliante que elimina las hojas que cubren el suelo; lo que no se dice, los acuerdos implícitos. Por tanto, este no es un asunto de mala coordinación, sino una cuestión de otro orden. Los funcionarios no se resisten por el placer de resistir, sino por motivos de peso, a su entender no quieren ver instalado un ojo central sobre sus cabezas, algo que se intenta implementar precisamente con el proyecto de centralización de pagos.

			En este sentido, el modelo del proyecto es incompatible con el modelo burocrático. Para gestionar el proyecto, el director de la ONP nombró a un jefe de proyecto, quien debió contar con la mayor estabilidad y continuidad posible a lo largo del mismo. En cambio, se nombraron no menos de tres jefes de proyecto, lo que al final dificulta que se empoderen del proyecto, y —peor aún—no pueden encarnarlo a ojos de sus colegas. Los incentivos para el desarrollo de su carrera están en otra parte. En una empresa de construcción de automóviles, por ejemplo, estar a la cabeza de un proyecto de un nuevo modelo supone una oportunidad de desarrollo profesional para el jefe de la iniciativa. En el ámbito del Estado, el tiempo que toma un proyecto no coincide, por lo general, con el dinamismo laboral. Si se presenta una oportunidad, como un puesto en un ministerio, el jefe de proyecto no tendrá reparos ni dudará en ningún momento en abandonar su ocupación, dejando en suspenso su trabajo. En Japón, cuando se nombra a un jefe de proyecto para construir una nueva fábrica, a menudo este termina siendo el director de la fábrica, algo que motiva al líder de un proyecto a que este se desarrolle en buenas condiciones. En efecto, bastaría imaginar qué habría pasado si el jefe de proyecto del sistema de pago centralizado termina convertido en el nuevo director de la ONP. Esto habría permitido vincular el éxito del proyecto con el de su carrera profesional. Sin embargo, no es así como funcionan las cosas en un universo burocrático. Primero, se crea ex nihilo una oficina nacional de pago, donde se destina inmediatamente a un alto funcionario con el fin de legitimarla como una entidad de rango superior y de esta forma “asentar” la nueva oficina. Como consecuencia, el desempeño en el cargo de director de la ONP se independiza, de algún modo, del éxito del proyecto. Después, se designa arbitrariamente a encargados de proyecto, quienes, con el mismo criterio, pueden ser sustituidos sin problema. Me parece que esta forma de concebir la carrera funcionaria es por completo incompatible con el modelo de proyecto. En este caso que —recordemos— ha terminado como un fiasco económico de 400 millones de euros, ningún alto funcionario se ha sentido responsable del desastre. De hecho, no hubo ni declaración de culpables ni se practicó investigación parlamentaria alguna; solo un encogimiento de hombros y la vida sigue, en una burocracia percibida como perenne. 

			



• Capítulo 2 •

			Deficiencias en la regulación y el control de riesgos y en la gestión de la seguridad en la catástrofe de la “discoteca” República Cromañón (Buenos Aires, 2004)

			Jorge Walter, Marina Laura Calamari, Adrián Darmohraj y Diego Pando

			Resumen

			A partir de un análisis de los resultados consignados en el informe de la Comisión Investigadora del Incendio de Cromañón1, y de otras fuentes secundarias pertinentes, en este capítulo se evalúan las deficiencias en la regulación y control públicos de la gestión privada de los riesgos en espectáculos masivos que quedaron de manifiesto tras el catastrófico incendio de la discoteca República Cromañón, el 30 de diciembre de 2004 en la Ciudad de Buenos Aires. Además, se discuten los desafíos planteados por el evento en materia de construcción de capacidades institucionales.

			1. Introducción

			En la historia reciente de la Ciudad de Buenos Aires se han producido incendios, derrumbes en obras de construcción y accidentes de ferrocarril con graves consecuencias colectivas. Estos eventos pusieron de manifiesto una escasa capacidad estatal de regulación y control de la seguridad. En la mayoría de los casos hubo eventos precursores o advertencias que podrían haber actuado como alerta temprana, si hubiesen sido captados por las áreas a cargo de la regulación y el control, o por las organizaciones responsables de la gestión de la seguridad en esas actividades. En este capítulo, nos proponemos analizar las condiciones regulatorias y de gestión que hicieron posible que ocurriera el grave incendio de la mal llamada “discoteca” República Cromañón. Esto, con el objetivo de plantear algunos de los desafíos que enfrentan ambas en materia de desarrollo de capacidades institucionales. Dichas capacidades las entendemos como la conjunción entre el desarrollo de capacidades estatales de regulación, gestión y control de riesgos por parte de organizaciones, tanto públicas como privadas, a cargo de actividades riesgosas, en este caso de espectáculos musicales.

			Elegimos este episodio porque las consecuencias del evento sucedido en República Cromañón tuvieron gran impacto social y político. El incendio ocurrió el 30 de diciembre de 2004 y fallecieron, por inhalación de gases tóxicos, más de 170 jóvenes. En los días siguientes las víctimas fatales ascendieron a 194 personas y hubo más de 1.400 heridos. El hecho tuvo consecuencias políticas al más alto nivel, porque motivó un fuerte cuestionamiento del rol regulador del gobierno municipal y una búsqueda de responsabilidades que concluyó con la destitución —tras un juicio político— del Jefe de Gobierno de la Ciudad.

			La metodología de este artículo se basa en el enfoque del caso intrínseco (Stake, 1998), cuyo estudio en múltiples aspectos y niveles permite formular hipótesis útiles para el análisis de otros casos. Para su confección hemos recurrido principalmente al análisis de documentos públicos, como el Informe Final de la Comisión Investigadora de la Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires, que fue el instrumento utilizado por dicho órgano de gobierno para juzgar al Jefe de Gobierno de la Ciudad2. Este documento describe antecedentes, hechos y aspectos legales, y anexa una transcripción de las entrevistas realizadas durante la investigación. Revisamos otros documentos, como los Informes de la Defensoría del Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires y de la Auditoría General de la Ciudad de Buenos Aires, además de la normativa, y de otros documentos y artículos periodísticos. La abundancia de estas fuentes documentales nos permitirá dar cuenta, no solo de los aspectos formales del funcionamiento de los sistemas involucrados, sino también de aspectos significativos del funcionamiento y las relaciones informales entre los actores de la regulación. 

			A continuación, proponemos un marco conceptual para el análisis de las capacidades institucionales de regulación y control y de gestión de la seguridad en la ciudad. En el siguiente punto, analizamos los antecedentes del caso Cromañón y las falencias que crearon las condiciones para que se produjese el incendio, y la catástrofe que ocasionó. 

			2. Capacidades institucionales para 
la regulación de la seguridad

			Cualquier tipo de regulación consiste en un conjunto de condiciones que se establecen para la realización de determinadas actividades. Estas condiciones suelen ser formuladas y luego exigidas por organismos reguladores públicos3, en el supuesto que, en ausencia de control, tales actividades producirían resultados en conflicto con los derechos de terceros, el bien común y/o el patrimonio público. En este sentido, toda regulación implica controles y, por lo tanto, restricciones a la libertad de acción. La justificación del esfuerzo regulatorio reside en que las actividades reguladas, además de posibles efectos negativos, producen resultados socialmente valiosos.

			La regulación de la seguridad tiene algunas particularidades. Dado que intenta prevenir un daño potencial a personas y bienes, no puede especificar aquello que se desea evitar más que en forma genérica. Se desea prevenir incendios, explosiones u otro tipo de fenómenos dañinos, pero no es posible pautar un nivel aceptable de daño. Aun cuando el nivel de riesgo cero no existe, tampoco es posible establecer un nivel considerable de daño. En otras materias, los efectos negativos de la actividad regulada pueden ser delimitados. Por ejemplo, es posible establecer cuotas de pesca para prevenir el daño ambiental y, concretamente—si se respetan las cuotas—, sería posible eliminar esa fuente de daño. Por otra parte, en la regulación de la seguridad no siempre es posible determinar con tanta claridad la relación entre causa y efecto, y los efectos generalmente son probables, no ciertos. Este problema se visualiza con claridad en la metáfora del “queso suizo” utilizada por Reason (2010) para concebir un modelo de prevención de riesgos. Según este autor, en un plano ideal todos los elementos y medidas defensivas de un sistema para la prevención de riesgos están intactos. Sin embargo, en la realidad todos esos elementos y medidas (esas “fetas”) tienen puntos débiles y problemas, “agujeros”, como el queso gruyère, por los que se filtra la inseguridad. Estos puntos débiles y problemas no siempre son los mismos ni se combinan de la misma manera; además, solo algunas combinaciones producen efectos dañinos. De manera que podemos identificar algunos elementos causantes de efectos no deseados, pero no podemos prever cómo se combinarán y si producirán dichos efectos. Los puntos débiles y problemas de un sistema de prevención pueden caracterizarse como condiciones latentes y fallos activos. Las condiciones latentes pueden permanecer en ese estado durante mucho tiempo, sin propiciar ningún daño hasta que interactúan con las condiciones locales y se atraviesan las barreras de defensa. Los fallos activos suelen ser actos peligrosos o imprudentes realizados por personas, que desencadenan el accidente que estaba agazapado en las condiciones latentes. Puede tratarse de errores involuntarios o de infracciones voluntarias, y generalmente ocurren en las operaciones de primera línea. Las condiciones latentes son el resultado no deseado de decisiones estratégicas, y de otras decisiones adoptadas por los reguladores, los fabricantes, los diseñadores y los gerentes4. Los fallos activos pueden provocar un evento único, pero las condiciones latentes pueden estar en el origen de un sinnúmero de eventos diferentes. 

			Los fallos activos y las condiciones latentes son indisociables de la actividad regulada, y los riesgos que acarrean solo se pueden eliminar prohibiendo la actividad (Hopkins & Hale, 2002). Por lo tanto, la regulación no intenta erradicar los riesgos (Guilhou & Lagadec, 2002), sino encontrar un nivel de riesgos aceptable que haga posible manejarlos (Hutter, 2002). Por ello, la noción de riesgo, más allá de cuáles son las especificaciones técnicas, es siempre socialmente situada (Douglas, 1985). La noción de riesgo aceptable se vincula más con las ideas políticas y culturales acerca del futuro que distintos actores sociales poseen, que con la naturaleza probabilística de los riesgos. Lo que se espera de la regulación comprende más que lo técnicamente posible, ya que se vincula con las expectativas de los actores sociales involucrados y su propia definición del riesgo aceptable. 

			Adicionalmente, en el caso analizado, es preciso tener en cuenta tres cuestiones relativas a la organización de los espectáculos públicos. En primer lugar, se trata de una actividad de servicios en la que el comportamiento de los destinatarios es tan importante como el de los prestadores. En otros términos, su comportamiento es determinante para la seguridad y, por lo tanto, las políticas y sistemas deben dimensionarse en función de las características propias de cada público5. En segundo lugar, en este tipo de actividades es indisociable la seguridad en el desarrollo de la actividad (la seguridad operacional) y la seguridad exterior (security), lo cual plantea necesidades de coordinación entre diferentes lógicas y actores a cargo de ellas. En tercer lugar, la prevención no se limita al desarrollo de los espectáculos, también debe contemplar la gestión de la emergencia, que involucra lógicas y actores adicionales, o los mismos bajo circunstancias diferentes.

			En el plano organizacional, la regulación de la seguridad debe intervenir en el clásico dilema entre la productividad y la seguridad. El rol de los organismos estatales de regulación y control es clave para evitar que la balanza se incline en detrimento de la seguridad. La capacidad estatal de las agencias reguladoras se refleja en el cambio persistente del comportamiento social de las organizaciones reguladas, esto es, cuando dichas organizaciones dejan de perseguir el resultado económico a expensas de la seguridad. Cuando esto sucede es porque se han desarrollado nuevas capacidades institucionales de regulación y control de riesgos y de gestión de la seguridad.
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